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Exp. 603/2023-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 603/2023/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: AYUNTAMIENTO DE VENADO SAN LUIS POTOSÍ.
                                                                                                                                                                                                                                                                                           

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., once de marzo del dos mil veinticuatro. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 603/2023/2, promovido por **********, señalando como autoridad demandada al Ayuntamiento de Venado, S.L.P., y
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el siete de junio del dos mil veintitrés, el C. **********promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo, señalando como autoridad demandada al Ayuntamiento de Venado San Luis Potosí; señalando como acto impugnado el que a continuación se precisa:

“La negativa ficta que se configura al momento en que la autoridad demandada en un término mayor a los tres meses, no le ha notificado a mi representada la resolución que debe recaer a la petición, mediante escrito presentado con fecha 02 de febrero de 2023.”

II.- Mediante proveído de doce de junio del dos mil veintitrés, se dio cuenta del escrito de demanda y considerando lo establecido en los artículos 7, fracción IX y 28 fracción I de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa en el Estado; en los cuales se prevé que este Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas relacionadas con la interpretación y complimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal, lo cual requiere invariablemente de un pronunciamiento de la autoridad administrativa respecto del cumplimiento del contrato que se reclama, susceptible de ser analizado por este órgano jurisdiccional en cuanto a su legalidad y toda vez que de una lectura integral al escrito de demanda y las documentales anexas –entre ellas el acuse de recibo del escrito donde consta la petición que le formuló a la demandada, por el cumplimiento de un contrato y el pago establecido en el mismo; a efecto de fijar correctamente la Litis en el presente asunto y establecer la competencia para conocer del asunto conforme a lo establecido en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 2, 7, 9, 28 y 35 fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; en relación con los diversos 1º, 2º, 3º, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se requirió al promovente del juicio para que en el plazo de cinco días hábiles, exhibiera el contrato relativo a la obra “**********”, respecto del cual el promovente del juicio, señaló que la autoridad que demanda, le adeuda el pago correspondiente a la “segunda estimación y finiquito 2”; por la cantidad de **********, apercibido el promovente del juicio con el desechamiento de la demanda en caso de no cumplir en tiempo y forma con el requerimiento que antecede.

III.- En proveído de tres de julio del dos mil veintitrés, se dio cuenta con el escrito que presentó el diverso autorizado de la parte actora del juicio licenciado **********; recibido en la oficialía de partes de este Tribunal el veintisiete de junio de dos mil veintitrés, mediante el cual contestó el requerimiento hecho el doce de junio de este año y exhibió copia fotostática simple del contrato relativo a la obra ********** en tal virtud, se dejó sin efecto el apercibimiento formulado en el citado auto y se tuvo al actor por señalando como autoridad demandada al Ayuntamiento de Venado , S.L.P., y como acto impugnado, el siguiente:

 “La NEGATIVA FICTA que se configura al momento en que la autoridad demandada en un término mayor a los tres meses, no le ha notificado a mi representada la resolución que debe recaer a la petición, mediante escrito presentado con fecha 02 de febrero de 2023 según se acredita con la prueba marcada con el número 1”.

Consecuentemente se tuvo por admitida la demanda y por tanto, con la copia simple del escrito inicial de demanda y de sus anexos y del escrito de cuenta y su anexo, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, emplazándola para dentro del término de diez días hábiles, contestara lo que a su derecho correspondiera, ofreciera, exhibiera las pruebas que estimara convenientes y expresara los hechos con que éstas se encontraran relacionadas, apercibida que en caso de no hacerlo, esta Sala, de oficio, declararía la preclusión del derecho correspondiente y se le tendría a la autoridad demandada, por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. 

Además, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del Ordenamiento Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo a la parte actora por ofreciendo las pruebas a que se refiere en el escrito de demanda, reservándose acordar sobre su admisión al momento de proveer sobre la contestación de la demanda.

III.- En proveído de fecha trece de septiembre del dos mil veintitrés, se dio cuenta con el acuse de recibo de la pieza postal identificada con el folio **********, recibido en la oficialía de partes de este Tribunal el veinticuatro de agosto del año en curso; para los efectos legales a que hubiera lugar. 
Por otra parte, se ordenó agregar a los autos el oficio sin número, con una copia y cinco anexos, firmado por el Licenciado **********, en su carácter de Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de Venado, S.L.P., recibido en la oficialía de partes de este Tribunal, el ocho de septiembre de dos mil veintitrés; mediante el cual pretendió dar contestación a la demanda interpuesta en este juicio; sin embargo atentos a la certificación realizada y al acuse de recibo de la pieza postal identificada con los números**********, se tuvo al Licenciado **********, en su carácter de Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de Venado, S.L.P.; por contestando la demanda interpuesta en este juicio, fuera del término de diez días que le fue concedido y previsto en el párrafo primero del artículo 240 del Código Procesal Administrativo, toda vez que el proveído de admisión de demanda de fecha tres de julio de dos mil veintitrés, le fue notificado mediante correo certificado con acuse de recibo el diecisiete de agosto de este año, según la citada pieza postal, iniciando el término concedido para contestar la demanda el veintiuno de agosto de dos mil veintitrés y concluyendo el día cuatro de septiembre del año en curso, sin que lo hubiera hecho en dicho plazo, y la contestación de cuenta se recibió en la oficialía de partes de este Tribunal hasta el ocho de septiembre de dos mil veintitrés, según el sello estampado en la primera foja de la contestación de cuenta; fecha en el que le había ya precluído a la demandada, el derecho para contestar la demanda.

En tal virtud, se le hizo efectivo el apercibimiento formulado en el citado auto a la autoridad demandada y con fundamento en el segundo párrafo del artículo 241 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se le tiene por precluído su derecho para contestar la demanda, y por contestada la misma en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

Asimismo, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de la parte actora las documentales consistentes en: 

1.- Acuse de recibo de fecha dos de febrero de dos mil veintitrés, dirigida al H. Ayuntamiento de Venado, S.L.P.
2.- Las facturas que detalla en los puntos 2 y 3 del capítulo de pruebas del escrito inicial de demanda y copia fotostática del contrato de obra pública que exhibió anexo al escrito mediante el cual dio contestación al requerimiento formulado por este Tribunal.
Además debido a que el actor que anexo a su escrito de demanda copia fotostática de la credencial para votar; impresión de constancia de situación fiscal expedida por el SAT y un estado de cuenta bancario de la Institución Financiera **********; todos a nombre del actor; se requirió al enjuiciado para que en el término de cinco días hábiles previstos en el artículo 235 del Código Procesal Administrativo para el Estado, aclarara y precisara si también ofrecía como pruebas las citadas documentales; apercibida que de no cumplir con el requerimiento formulado, se le tendrían por no admitidas dichas documentales.
Finalmente, visto el estado de autos, con fundamento en el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se señalaron las once horas del nueve de octubre de dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita; precisando que la citada audiencia se celebraría sin la asistencia de las partes, debido a que las pruebas a desahogar en la audiencia final eran meramente documentales que se desahogan por su propia y especial naturaleza. 

IV.- En la fecha y hora señaladas en la parte final del resultando que antecede, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes, enseguida el Secretario de Acuerdos dio lectura al escrito de demanda y se hizo constar que por auto de fecha trece de septiembre del dos mil veintitrés se tuvo a la demandada por no contestando la demanda. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de la parte actora, ofrecidas y exhibidas en tiempo dada su propia y especial naturaleza; acto seguido se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo. En período de alegatos, se certificó que no se  formularon estos por ninguna de las partes; se dio por terminada la audiencia y finalmente se citó para resolver.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia relacionada con la resolución negativa ficta recaída a una instancia presentada el día 02 dos de febrero del 2023 dos mil veintitrés, mediante el cual solicito el pago de la factura con número 53, de fecha 27 de septiembre del 2018, por concepto de segunda estimación y finiquito de obra, de ahí que al tratarse de una controversia entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción (Ayuntamiento de Venado, San Luis Potosí), es que resulta la competencia para este tribunal.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

Comparece a juicio el C. **********, y viene a impugnar la negativa ficta de pago respecto del escrito con sello de recepción de la demandada Ayuntamiento de Venado, S.L.P., de 02 dos de febrero del 2023 dos mil veintitrés, mediante el cual solicitó el pago de la factura con número 53, de fecha 27 de septiembre del  2018, por concepto de segunda estimación y finiquito de obra y por la cantidad de **********.); además exhibe la factura con folio **********, y número de folio fiscal **********, de fecha 27-09-2018, por concepto de pago de 2da estimación y finiquito correspondiente a la obra para dotar de agua potable con energía solar y red de conducción a la Comunidad de Noria de Santa Teresa de la Cabecera Municipal, expedida por el actor en favor del Municipio de Venado; de ahí que con el referido ocurso se acredita que el actor formuló la instancia respecto del cual recayó la negativa ficta materia de estudio en este expediente. 
Además en cumplimiento al requerimiento que le fue formulado por esta Sala, el actor exhibió copia simple del Contrato de obra pública número **********, relativo a la obra **********, el cual obra agregada de la foja 21 a la 28 de autos del que se desprende la rúbrica de quienes intervinieron en su celebración.

Por tanto, es incuestionable que el C.**********, detenta interés jurídico para controvertir en el presente Juicio Contencioso Administrativo el acto impugnado, a lo cual esta Juzgadora estima oportuno precisar que constituyen cuestiones diversas que deberán de estudiarse posteriormente en el presente fallo: 1) si efectivamente se configuró la resolución negativa ficta que debate la parte actora; y en caso de que sí se hubiera configurado; 2) resolver sobre la legalidad de esa resolución negativa ficta recaída a su ocurso; y 3) analizar la procedencia de su pretensión.
Respecto a la autoridad demandada, Ayuntamiento de Venado, S.L.P., se advierte que en auto de trece de septiembre del dos mil veintitrés, se tuvo a la misma, por no contestando la demanda dentro del término legal que le fue concedido para tal efecto en el acuerdo dictado el tres de febrero de dos mil veintitrés, en virtud de lo cual se le hizo efectivo el apercibimiento formulado en el citado auto a la autoridad demandada y con fundamento en el segundo párrafo del artículo 241 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se le tuvo por precluído su derecho para contestar la demanda, y por contestada la misma en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I y 75 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad de la NEGATIVA FICTA, que recayó a su escrito de la petición presentado por la parte demandante mediante la cual solicitó el pago de la factura **********, y número de folio fiscal **********, de fecha 27-09-2018, por la cantidad de **********.), derivado de la obra pública para dotar de agua potable con energía solar y red de conducción a la Comunidad de la Noria de Santa Teresa de la Cabecera Municipal; según constancia visible a foja 19 del expediente en el que se actúa, que merece valor probatorio pleno en términos de lo previsto en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de lo cual este Tribunal deberá pronunciarse en torno a la legalidad de la negativa a lo solicitado por parte actora, considerando para ello las constancias que integran el presente expediente y presunciones legales que resulten aplicables.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido, se debe de hacer mención, que de acuerdo a lo que ordena el artículo 228 último párrafo del citado Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y no advirtió que en la especie se actualice causal de improcedencia alguna, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.
QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la Parte Actora se localizan en la foja  de la 03 a la 07 del escrito inicial de demanda, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. 

Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:
“Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- En primer término, se debe señalar que la parte actora en su escrito inicial de demanda impugna la NEGATIVA FICTA, que recayó a su escrito en donde solicita el pago de la factura de la factura **********, y número de folio fiscal **********, de fecha 27-09-2018, por la cantidad de **********.), derivado de la obra pública para dotar de agua potable con energía solar y red de conducción a la Comunidad de la Noria de Santa Teresa de la Cabecera Municipal.
Dicho escrito fue acompañado como prueba por la parte actora, el cual obra agregado a fojas 14 del expediente en el que se actúa, sin que hubieren sido objetado por la autoridad demandada en su escrito de contestación de demanda, por lo que hace prueba plena, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 75 del Código Procesal Administrativo del Estado, y en el cual se aprecia como fecha de recibido de la autoridad demandada, el 02 dos de febrero del 2023 dos mil veintitrés, según constancia visible de la foja 14 del expediente en el que se actúa.
Ahora bien, el artículo 20 del Código Procesal Administrativo del Estado, norma la configuración de la negativa ficta en los siguientes términos:
ARTÍCULO 20.- Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se establezca otro plazo, no podrá exceder de tres meses el tiempo para que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda, a no ser que se decrete la caducidad prevista en el primer párrafo del artículo 194 de este Código.

Transcurrido el plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo a la petición del promovente a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario A petición del interesado se deberá expedir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva, ante quien deba  resolver.

De la transcripción anterior, es factible desprender los elementos que configuran una Resolución Negativa Ficta, a saber: 

a)
Que exista una instancia o petición formulada por escrito a la autoridad.

b)
El silencio de la autoridad.

c)
Que la falta de respuesta se prolongue por un plazo que exceda el término previsto por la ley para que la autoridad resuelva la instancia o petición.

Lo anterior, encuentra sustento en lo establecido en el siguiente criterio jurisprudencial:

NEGATIVA FICTA. LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU CONTRA PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO POSTERIOR A SU CONFIGURACIÓN, MIENTRAS NO SE NOTIFIQUE AL ADMINISTRADO LA RESOLUCIÓN EXPRESA (LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN).

Del artículo 46 de la ley mencionada se advierte que en el caso de la negativa ficta, el legislador sólo dispuso los derechos del administrado para demandar la nulidad de la denegada presunción al transcurrir cuarenta y cinco días después de presentada la petición, y de ampliar su demanda al contestar la autoridad administrativa; sin embargo, nada previno en dicho precepto ni en alguna otra disposición, respecto al plazo para impugnar la resolución negativa ficta una vez vencido el citado lapso. En tales condiciones, deben prevalecer en el caso los principios y los efectos que diversas legislaciones y la doctrina han precisado para que se materialice o configure la institución de mérito, a saber: 1) La existencia de una petición de los particulares a la Administración Pública; 2) La inactividad de la Administración; 3) El transcurso del plazo previsto en la ley de la materia; 4) La presunción de una resolución denegatoria; 5) La posibilidad de deducir el recurso o la pretensión procesal frente a la denegación presunta o negativa ficta; 6) La no exclusión del deber de resolver por parte de la Administración; y, 7) El derecho del peticionario de impugnar la resolución negativa ficta en cualquier tiempo posterior al vencimiento del plazo dispuesto en la ley para su configuración, mientras no se dicte el acto expreso, o bien esperar a que éste se dicte y se le notifique en términos de ley.

Ahora bien, analizando las constancias que integran el expediente en que se actúa y, a fin de acreditar la existencia de los elementos que configuran la resolución negativa ficta, es de advertirse que en la presente controversia se acreditan los elementos que la integran, considerando que para su actualización se requiere que al menos exista una petición o instancia, formulada a una autoridad y el silencio de ésta hasta la fecha en que controvirtió su negativa en esta vía.
Así, la Resolución negativa ficta demandada por la parte actora se acredita en razón de las siguientes consideraciones:
1.- De las constancias que obran en autos, se encuentra la petición formulada por la parte actora de fecha de recepción por parte del Ayuntamiento de Venado, San Luis Potosí 2021-2024,el 02 dos de febrero del 2023 dos mil veintitrés, según constancia visible de la foja 14 del expediente en el que se actúa.
2.- Dicha petición no fue contestada por la autoridad demandada, situación que se asevera, ya que no fue acreditado en la contestación de la demanda de las autoridades comparecientes. 

Por lo tanto, es evidente que en la especie se configuró la resolución negativa ficta, puesto que el citado precepto legal le confiere la presunción legal de resolución, en sentido negativo a lo pedido, a esa falta de respuesta de la Autoridad a la que se formuló la instancia.

Luego entonces, en primer lugar debe tenerse por configurada la resolución negativa ficta del de la instancia presentada ante el Ayuntamiento de Venado, S.L.P., 2021-2024, el 02 dos de febrero del 2023 dos mil veintitrés, en donde solicita la parte actora, el pago de la factura pendiente de sufragar número **********correspondiente a la segunda estimación y finiquito, por un importe total de **********.), derivado de la obra pública para dotar de agua potable con energía solar y red de conducción a la **********. El cual se inserta en imagen digitalizada a continuación.
En segundo lugar, corresponde pronunciarse sobre la legalidad o ilegalidad de la resolución Negativa Ficta y en ese sentido debe decirse que conforme a lo previsto por el artículo 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la autoridad demandada tendrá la oportunidad procesal de sustentar su negativa expresando los fundamentos y motivos que considere aplicables, pues no por configurarse la negativa ficta, por sí misma se vuelve una resolución ilegal, toda vez que de igual manera podría declararse su legalidad.
En relación a lo anterior, es conveniente precisar que en el supuesto de que en la contestación de la demanda, la autoridad demandada no exprese el derecho en que funda su negativa, la sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera directa, salvo prueba en contrario, según se desprende del numeral anteriormente citado, cuyo contenido es el siguiente.

“ARTICULO 244. La parte demandada deberá adjuntar a su contestación copias de la misma y de los documentos que acompañe, para cada una de las demás partes.

Para efectos de lo anterior, se estará a lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 244 de este Código.

En la contestación de la demanda no podrá variarse la fundamentación y motivación del acto impugnado.

Tratándose de resolución negativa ficta, si la autoridad no expresa los hechos y el derecho en que se apoya la misma, la Sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera precisa a la demandada, salvo prueba en contrario.

En la contestación de la demanda o antes de que se dicte sentencia, la autoridad demandada podrá allanarse a las pretensiones del actor o, revocar el acto impugnado, siempre que se satisfaga la pretensión del demandante; esto es, que la extinción del acto atienda a lo efectivamente pedido por el actor en la demanda o, en su caso, en la ampliación, pero vinculada a la naturaleza del acto impugnado.

En ese caso, el Magistrado debe analizar si la revocación satisface las pretensiones del demandante, en su defecto continuará el trámite del juicio.”

Bajo esa tesitura, en el caso que nos ocupa se advierte que en auto de trece de septiembre del dos mil veintitrés, se tuvo a la autoridad demandada, por no contestando la demanda dentro del término legal que le fue concedido para tal efecto en el acuerdo dictado el tres de febrero de dos mil veintitrés, en virtud de lo cual se le hizo efectivo el apercibimiento formulado en el citado auto a la citada autoridad y con fundamento en el segundo párrafo del artículo 241 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se le tuvo por precluído su derecho para contestar la demanda, y por contestada la misma en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario; sin que dicho acuerdo haya sido recurrido.
Por tanto, dado que las autoridades demandadas no dieron contestación a los hechos que manifestó la parte actora, ni aportaron prueba alguna en cuanto a que desvirtuara la existencia de la relación contractual de obra pública en el año dos mil dieciocho entre el Ayuntamiento de Venado, S.L.P., y el adeudo de la segunda estimación y finiquito que reclama mediante el juicio que ahora se resuelve; se actualiza la presunción de certeza de los hechos no contradichos con prueba alguna, conforme a lo previsto en el artículo 241 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice textualmente lo siguiente:
Artículo 241. Si la parte demandada no produce su contestación dentro del término legal, la Sala, de oficio, declarará la preclusión del derecho correspondiente, teniendo por contestada la demanda en sentido afirmativo salvo prueba en contrario. 
En este supuesto, la Sala dará vista al superior jerárquico, a la Contraloría General del Estado, o bien, al Congreso del Estado, según corresponda, para determinar responsabilidades al funcionario o autoridad demandada. Si al producir en tiempo la contestación de la demanda, la parte demandada no se refiere a todos y cada uno de los hechos de la misma, los omitidos se considerarán presuntivamente ciertos, salvo prueba en contrario. 
De lo cual también se actuará en consecuencia, para los efectos precisados en el párrafo precedente. Para los efectos de este artículo, el Tribunal establecerá una base de datos que permita a las autoridades señaladas, conocer los Acuerdos de referencia.
Por lo cual al no existir en el sumario a estudio prueba en contrario, se tienen por ciertos lo hechos afirmados por la parte actora en la demanda, en el sentido de la existencia de una relación contractual de obra pública en el año dos mil dieciocho entre el Ayuntamiento de Venado, S.L.P., y el ahora actor, por la realización de la obra y/o trabajo consistente en “EQUIPAMIENTO DE POZO PROFUNDO PARA DOTAR DE AGUA POTABLE CON ENERGIA SOLAR Y RED DE CONDUCCIÓN A ********** habiéndose efectuado la primera estimación según factura generada  **********, de fecha 28 veintiocho de agosto del 2018 dos mil dieciocho; y estando pendiente de liquidar la segunda estimación y finiquito en cantidad de **********.).
Vinculado con lo anterior, debe decirse que ha sido criterio de los Tribunales Colegiados de Circuito que ante la falta de contestación de la demanda, en un juicio en el que se combate una negativa ficta, la nulidad decretada debe ser lisa y llana y no para efectos, mucho menos para el efecto de que se emita nueva resolución negativa  expresa, debidamente fundada y motivada, ya que por el transcurso del tiempo y ante la omisión de responder de la autoridad, se configuró una resolución negativa ficta que es precisamente la que da lugar a la interposición del juicio de nulidad; según se advierte en la tesis aislada cuyos datos de localización, rubro y contenido, es el siguiente. 
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NEGATIVA FICTA. FALTA DE CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA. NULIDAD LISA Y LLANA. La nulidad decretada ante la falta de contestación de la demanda, en un juicio en el que se combate una negativa ficta, debe ser lisa y llana y no para efectos, mucho menos para el efecto de que se emita nueva resolución expresa, debidamente fundada y motivada, ya que por el transcurso del tiempo y ante la omisión de responder de la autoridad fiscal, se configuró una resolución negativa ficta que es precisamente la que da lugar a la interposición del juicio de nulidad. Por tanto, la solución que se dicte en ese tipo de asuntos debe ver al fondo de la cuestión planteada y ser resuelta en definitiva. De lo contrario, se rompería con la finalidad de dicha ficción jurídica, que es la de abreviar trámites y dar una pronta resolución a la situación de los particulares, en aras de la seguridad jurídica, y no postergarla indefinidamente.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Revisión fiscal 1950/2001. Administrador de lo Contencioso de Grandes Contribuyentes. 8 de marzo de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Leticia Guzmán Miranda.

Así las cosas, se tienen por ciertos los hechos vertidos por la parte actora en el escrito inicial de demanda y ante ello se tiene por confesados los hechos que la parte Actora imputó en contra de la demandada, tal como le refiere el párrafo cuarto del numeral 244 en el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
.

En ese sentido retomando los argumentos de la parte actora, en los que  medularmente se duele de que la autoridad demandada no dio contestación a su petición del pago de la factura 530 de fecha 27 veintisiete de septiembre del 2018 dos mil dieciocho,  correspondiente a la Segunda Estimación y Finiquito, por la cantidad de **********.), derivado de la obra pública para dotar de agua potable con energía solar y red de conducción a la ********** 
En ese orden, atendiendo a la causa de pedir, del escrito inicial de demanda  se desprende que el actor pretende la emisión de pago de la segunda estimación y finiquito del contrato de obra;  actuación que es obligación de la entidad contratante, en el caso el **********, el cual resulta ser el mecanismo legalmente adecuado, para el efecto que pretende la Parte Actora, según se explica enseguida.
i) La parte actora exhibió a requerimiento de este tribunal,  copia simple del Contrato de obra pública número **********relativo a la obra “Equipamiento de Pozo Profundo en la **********”, el cual obra agregada de la foja 21 a la 28 de autos del que se desprende la rúbrica de quienes intervinieron en su celebración, respecto del cual se debe destacar que no existe controversia de su existencia, ante la presunción de certeza derivada de la falta de contestación a la demanda.

ii)  De acuerdo con los artículos 152, 153, 154 y 155 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, el finiquito es el acto jurídico en el que se resuelven los derechos y obligaciones de cada parte en el contrato, estableciéndose en todo caso el saldo a favor del contratante en relación a las obligaciones de carácter monetario; preceptos normativos que son del tenor literal siguiente
 “ARTÍCULO 152. El contratista comunicará a la institución, mediante escrito y nota en la bitácora, la conclusión de los trabajos que le fueron encomendados, para que ésta, dentro del plazo pactado, verifique la debida terminación de los mismos conforme a las condiciones establecidas en el contrato. Al finalizar la verificación de los trabajos, la institución contará con un plazo de quince días naturales para proceder a su recepción física, mediante el levantamiento del acta correspondiente; quedando los trabajos bajo su responsabilidad. 

ARTÍCULO 153. Recibidos físicamente los trabajos, las partes deberán elaborar el finiquito de los trabajos dentro del término estipulado en el contrato, el cual no podrá exceder de sesenta días naturales a partir de la recepción de mismos, en el que se harán constar los créditos a favor o en contra que resulten para cada uno de ellos; describiendo el concepto general que les dio origen y el saldo resultante. 

ARTÍCULO 154. De existir desacuerdo entre las partes respecto al finiquito, o bien, el contratista no acuda a la institución para su elaboración dentro del plazo señalado en el contrato, ésta procederá a elaborar y notificar un finiquito provisional dentro de un plazo de diez días naturales; una vez comunicado al contratista el resultado de dicho finiquito, éste tendrá un plazo de quince días naturales para alegar lo que a su derecho corresponda. Sí transcurrido este plazo no realiza alguna gestión, elaborará y notificará el finiquito definitivo en un plazo no mayor de diez días hábiles. 

Determinado el saldo total, la institución pondrá a disposición del contratista el pago correspondiente, mediante su ofrecimiento o la consignación respectiva, o bien, solicitará el reintegro de los importes resultantes; debiendo, en forma simultánea, levantar el acta administrativa que dé por extinguidos los derechos y obligaciones por ambas partes en el contrato. 

ARTÍCULO 155. Será responsabilidad de la institución que otorgó el contrato, la elaboración y firma del finiquito, independientemente de que el contratista dé o no el aviso de terminación de los trabajos.”

De los artículos transcritos, se advierten, entre otras, las hipótesis siguientes:

a) Una vez concluida la Obra Pública se procederá a la verificación física de los trabajos (artículo 152);

b) Una vez realizada la verificación física de los trabajos, se procederá a la recepción física de la Obra Pública levantando el acta correspondiente (artículo 152);

c) Posteriormente en conjunto la entidad contratante y el contratista deberán elaborar el acta de finiquito, en dicho acto jurídico se harán constar los créditos a favor o en contra que resulten para cada una de las partes, describiendo el concepto general que les dio origen, y el saldo resultante (artículo 153);

d) La entidad contratante procederá a elaborar un finiquito provisional, cuando no exista acuerdo entre las partes, o el contratista no acuda a la entidad contratante para elaborar el finiquito; a partir de que se notifique el finiquito provisional, el contratista cuenta con un plazo de quince días naturales contados a partir de la notificación, para alegar lo que a su derecho corresponda; transcurrido dicho plazo en un plazo de diez días hábiles la entidad contratante elaborará y notificará el finiquito definitivo (artículo 154 párrafo primero);

e) Según sea el caso, de acuerdo con lo determinado por en el finiquito, la entidad contratante pondrá a disposición del contratista el pago correspondiente al saldo determinado (saldo a favor del contratista), o bien  le solicitará el reintegro de los importes resultantes de acuerdo con el saldo determinado (saldo a favor de la entidad contratante); y en forma simultánea levantará el acta con que se darán por extinguidos los derechos y obligaciones de ambas partes en el contrato de obra pública (artículo 154 párrafo segundo); y

f) Es responsabilidad de la institución que otorgó el contrato la elaboración y firma del finiquito, con independencia de que el contratista le hubiere dado aviso o no de la conclusión de los trabajos (artículo 155).

En tales condiciones, es dable concluir que, si bien es cierto, no hay controversia sobre que la obra pública ********** a que se refiere el contrato número **********, fue ejecutada por la parte actora, se puede considerar que la obra haya sido concluida en los términos del contrato, sin embargo ante la inexistencia de la constancia documental en que conste la entrega recepción de la obra pública, y en virtud de que es precisamente en el proceso de entrega recepción (entre otras etapas de existir diversas estimaciones) en donde se realiza la verificación de que los trabajos hayan sido efectuados conforme al contrato de obra pública, y esto da origen a la emisión de finiquito del contrato de obra pública, según lo previsto en los artículos 152, 153, 154 y 155 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, así como también en la cláusula NOVENA del referido contrato **********; es responsabilidad de la demandada de dar cumplimiento a lo que la Ley, su reglamento y las cláusulas del contrato establecen, según se advierte del contenido del artículo 155 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, como forma de impedir ese tipo de omisiones, al establecer que es responsabilidad de la institución que otorgó el contrato, la elaboración y firma del finiquito, independientemente de que el contratista dé o no el aviso de terminación de los trabajos, ello a fin de que no prevalezcan relaciones por contratos de obra pública que sean contrarios al interés general.

En ese sentido esta Sala llega a la conclusión que al ser responsabilidad de la autoridad -**********- realizar la elaboración y firma del finiquito, previo a hacer  constar por escrito la entrega de la obra; no obstante el contratista hubiere faltado a su obligación de dar aviso de terminación de los trabajos, según lo dispone el artículo 155 de la Ley de Obras en cuestión, pues a juicio de esta Sala con la demostración del actor de que le fue adjudicada la obra y firmado el contrato relativo, la relación entre él en su carácter de contratista y la institución municipal demandada en su carácter de contratante; hacen nacer la necesidad del cumplimiento de las obligaciones que a cada una corresponden por Ley o por lo establecido en las propias cláusulas del contrato, sin que en su caso pudiere considerarse que el no actuar por parte de la institución en desatención a esos instrumentos legales den pie a permitir un incumplimiento permanente en perjuicio del contratista, es decir, si esta juzgadora considerase que no le asiste el derecho al hoy actor de que se finiquite la obra por el simple hecho, en su caso, de no existir acta de entrega recepción celebrada entre las partes contratantes, se estaría convalidando de manera ilegal un estado de indefensión del contratista, por el acto de imperio de la autoridad de simplemente omitir el cumplimiento de sus obligaciones, pues como ya se dijo la responsabilidad de la demandada de dar cumplimiento a lo que la Ley, su reglamento y las cláusulas del contrato establecen, se encuentra respaldada, entre otros, en el artículo 155 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, como forma de impedir ese tipo de omisiones.
De ésta manera, atentos a que la Parte Actora se duele de la omisión de la diversa Autoridad Demandada -Ayuntamiento de Venado-  de realizar el pago de la factura ********** de fecha 27 veintisiete de septiembre del 2018 dos mil dieciocho, correspondiente a la Segunda Estimación y Finiquito, por la cantidad de **********.), relativo a la obra pública para dotar de agua potable con energía solar y red de conducción a la **********.; considerando que éste es el instrumentó jurídicamente idóneo, para que las partes del contrato establezcan los créditos a favor y en contra, determinando el saldo resultante, y por consecuencia se den por concluidos los derechos y obligaciones inherentes al contrato de obra pública. 

Lo conducente es ordenar, que en respuesta a la instancia formulada por la Parte Actora el **********, atendiendo a las disposiciones de los artículos 152, 153, 154 y 155 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, es decir, la autoridad demandada proceda a iniciar o concluir de ser el caso, la entrega–recepción de la obra materia del contrato de obra pública número **********; y efectué el pago y finiquito correspondiente siguiendo las reglas y procedimientos establecidos para tal efecto, acorde a las disposiciones de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, y las cláusulas del contrato de obra pública número **********; pues esta Sala Unitaria considera que dadas las condiciones del asunto sometido a debate no puede sustituirse en las labores propias de la autoridad demandada en el ejercicio de sus atribuciones, como es en su caso la realización y conclusión de la entrega–recepción de la obra por conducto de quienes corresponda y la emisión del finiquito correspondiente al contrato de obra pública arriba citado, acorde a lo que disponen los artículos 152, 153, 154 y 155 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí.

Así las cosas, al resultar sustancialmente fundados los argumentos planteados por la Parte Actora en el escrito inicial de la demanda, en relación con el acto impugnado consistente en la negativa de la Autoridad Demandada, de realizar el pago de la factura **********de fecha 27 veintisiete de septiembre del 2018 dos mil dieciocho, correspondiente a la Segunda Estimación y Finiquito, por la cantidad de **********.), relativo  la obra pública para dotar de agua potable con energía solar y red de conducción a la ********** contrato de obra pública número **********; se actualiza la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250 fracción IV que se refiere a la ilegalidad del acto impugnado, cuando se dejan de aplicar las disposiciones debidas, en el caso particular el artículo 20, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 152, 153, 154 y 155 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí.

En consecuencia, y atentos a lo establecido en el cuerpo del presente Considerando, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en la negativa de la Autoridad Demandada Ayuntamiento de Venado, de dar respuesta a la solicitud de pago de la factura **********de fecha 27 veintisiete de septiembre del 2018 dos mil dieciocho, correspondiente a la Segunda Estimación y Finiquito, por la cantidad de **********.), relativo a la obra pública para dotar de agua potable con energía solar y red de conducción a la ********** formulada  por la Parte Actora con fecha **********; por lo que se decreta su NULIDAD, y se deja sin efecto legal alguno, para efectos de la autoridad demandada proceda a iniciar o concluir de ser el caso, la entrega–recepción de la obra materia del contrato de obra pública número **********; y efectué el pago y finiquito correspondiente siguiendo las reglas y procedimientos establecidos para tal efecto, acorde a las disposiciones de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, dando cumplimiento al contrato de obra pública número **********. 
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracciones IX y XIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 228 y 229 a contrario sensu, 248, 249, 250 fracción IV, 251, 252, 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se configuró la Negativa Ficta impugnada por la parte actora, de acuerdo con las consideraciones, fundamentos, y motivos precisados en el Considerando Sexto de este fallo.

TERCERO.- La parte actora acreditó los extremos de su acción, en consecuencia:
CUARTO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en la negativa de la Autoridad Demandada, de dar respuesta a la instancia de pago de la  formulada por la Parte Actora con fecha **********respecto de la factura ********** de fecha 27 veintisiete de septiembre del 2018 dos mil dieciocho, correspondiente a la Segunda Estimación y Finiquito, por la cantidad de **********.), relativo a la obra pública para dotar de agua potable con energía solar y red de conducción a la ********** por lo que se decreta su NULIDAD, dejándose sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos, así como para los efectos expuestos en el Considerando Sexto de la presente Sentencia.
QUINTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por correo a las Autoridades Demandadas.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. Rubricas.

“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
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� ARTÍCULO 244. (…)


Tratándose de resolución negativa ficta, si la autoridad no expresa los hechos y el derecho en que se apoya la misma la sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera precisa a la demandada, salvo prueba en contrario.





